
 



 
CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO 

 
En la Cuarta Parte, Titulo I, Capitulo Tercero, Sección II, de la Nueva Constitución 
Política del Estado, se detalla: 
 
SECCIÓN II 
POLÍTICA MONETARIA 
 
Artículo 326. I. El Estado, a través del Órgano Ejecutivo, determinará los 
objetivos de la política monetaria y cambiaria del país, en coordinación con el Banco 
Central de Bolivia. 
II. Las transacciones públicas en el país se realizarán en moneda nacional. 
 
Artículo 327. El Banco Central de Bolivia es una institución de derecho público, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio.. En el marco de la política económica del 
Estado, es función del Banco Central de Bolivia mantener la estabilidad del poder 
adquisitivo interno de la moneda, para contribuir al desarrollo económico y social. 
 
Artículo 328. I. Son atribuciones del Banco Central de Bolivia, en coordinación 
con la política económica determinada por el Órgano Ejecutivo, además de las señaladas 
por la ley: 
1. Determinar y ejecutar la política monetaria. 
2. Ejecutar la política cambiaria. 
3. Regular el sistema de pagos. 
4. Autorizar la emisión de la moneda. 
5. Administrar las reservas internacionales. 
 
Artículo 329. I. El Directorio del Banco Central de Bolivia estará conformado por 
una Presidenta o un Presidente, y cinco directoras o directores designados por la 
Presidenta o el Presidente del Estado de entre las ternas presentadas por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional para cada uno de los cargos. 

II. Los miembros del Directorio del Banco Central de Bolivia durarán en sus 
funciones cinco años, sin posibilidad de reelección. Serán considerados servidoras y 
servidores públicos, de acuerdo con la Constitución y la ley. Los requisitos particulares 
para el acceso al cargo serán determinados por la ley. 

III. La Presidenta o el Presidente del Banco Central de Bolivia deberá rendir 
informes y cuentas sobre las funciones de la institución, cuantas veces sean solicitados 
por la Asamblea Legislativa Plurinacional o sus Cámaras. El Banco Central de Bolivia 
elevará un informe anual a la Asamblea Legislativa y está sometido al sistema de control 
gubernamental y fiscal del Estado. 
 
 
SECCIÓN III 
POLÍTICA FINANCIERA 
 
Artículo 330. I. El Estado regulará el sistema financiero con criterios de igualdad 
de oportunidades, solidaridad, distribución y redistribución equitativa. 

II. El Estado, a través de su política financiera, priorizará la demanda de servicios 
financieros de los sectores de la micro y pequeña empresa, artesanía, comercio, servicios, 
organizaciones comunitarias y cooperativas de producción. 

III. El Estado fomentará la creación de entidades financieras no bancarias con 



fines de inversión socialmente productiva. 
IV. El Banco Central de Bolivia y las entidades e instituciones públicas no 

reconocerán adeudos de la banca o de entidades financieras privadas. Éstas 
obligatoriamente aportarán y fortalecerán un fondo de reestructuración financiera, que 
será usado en caso de insolvencia bancaria. 

V. Las operaciones financieras de la Administración Pública, en sus diferentes 
niveles de gobierno, serán realizadas por una entidad bancaria pública. La ley preverá su 
creación. 
 
Artículo 331. Las actividades de intermediación financiera, la prestación de 
servicios financieros y cualquier otra actividad relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión del ahorro, son de interés público y sólo pueden ser 
ejercidas previa autorización del Estado, conforme con la ley. 
 
Artículo 332. I. Las entidades financieras estarán reguladas y supervisadas por 
una institución de regulación de bancos y entidades financieras. Esta institución tendrá 
carácter de derecho público y jurisdicción en todo el territorio boliviano. 

II. La máxima autoridad de la institución de regulación de bancos y entidades 
financieras será designada por la Presidenta o Presidente del Estado, de entre una terna 
propuesta por la Asamblea Legislativa Plurinacional, de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la ley. 
 
Artículo 333. Las operaciones financieras realizadas por personas naturales o 
jurídicas, bolivianas o extranjeras, gozarán del derecho de confidencialidad, salvo en los 
procesos judiciales, en los casos en que se presuma comisión de delitos financieros, en 
los que se investiguen fortunas y los demás definidos por la ley. Las instancias llamadas 
por la ley a investigar estos casos tendrán la atribución para conocer dichas operaciones 
financieras, sin que sea necesaria autorización judicial. 
 
 


